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Carta de fecha 5 de septiembre de 2003 dirigida al Presidente
del Consejo de Seguridad por el Presidente del Comité del Consejo
de Seguridad establecido en virtud de la resolución 1373 (2001)
relativa a la lucha contra el terrorismo

Me refiero a mi carta de 4 de octubre de 2002 (S/2002/1161).

El Comité contra el Terrorismo ha recibido el informe complementario adjun-
to, presentado por Papua Nueva Guinea de conformidad con lo previsto en el párrafo
6 de la resolución 1373 (2001) (véase el anexo).

Le agradeceré que tenga a bien disponer que la presente carta y su anexo se
distribuyan como documento del Consejo de Seguridad.

(Firmado) Inocencio F. Arias
Presidente del Comité del Consejo de Seguridad

establecido en virtud de la resolución 1373 (2001)
relativa a la lucha contra el terrorismo
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Anexo
Nota verbal de fecha 3 de septiembre de 2003 dirigida
al Presidente del Comité contra el Terrorismo por la
Misión Permanente de Papua Nueva Guinea ante las
Naciones Unidas

La Misión Permanente de Papua Nueva Guinea ante las Naciones Unidas salu-
da atentamente al Presidente del Comité contra el Terrorismo y tiene el honor de
remitirle el segundo informe del Gobierno de Papua Nueva Guinea sobre la lucha
contra el terrorismo (véase el documento adjunto).
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Apéndice
Segundo informe presentado por Papua Nueva Guinea
al Comité contra el Terrorismo

Párrafo 1

El Consejo Ejecutivo Nacional aprobó el 13 de marzo de 2003 la adhesión de
Papua Nueva Guinea a los 7 (siete) convenios y convenciones y los dos protocolos
relativos al terrorismo internacional. Los siete convenios y convenciones internacio-
nales y los dos protocolos fueron examinados luego por el Parlamento, como lo exi-
ge la Constitución Nacional. El Parlamento aprobó la adhesión de Papua Nueva
Guinea por derecho propio a los siete convenios y convenciones internacionales y
los dos protocolos relativos al terrorismo internacional.

Se están preparando los instrumentos de adhesión, que serán remitidos a las
Naciones Unidas y depositados en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Con esto se abre el camino para que Papua Nueva Guinea promulgue la legis-
lación necesaria para aplicar las disposiciones de los convenios internacionales y los
dos protocolos, incluido el Convenio Internacional para la Represión de la Financia-
ción del Terrorismo (1999).

Las leyes vigentes, como la Ley de Bancos e Instituciones Financieras, la Ley
sobre el Banco Central, la Ley de Valores, el Reglamento de Valores y la Ley del
Código Penal se examinarán para determinar su pertinencia a la represión de la fi-
nanciación del terrorismo. Las enmiendas necesarias se incorporarán en la legisla-
ción que corresponda.

Las funciones del Banco Central, estipuladas en la Ley de Instituciones Finan-
cieras, comprenden, entre otras, las de reprimir o ayudar a reprimir las prácticas ilí-
citas, deshonestas o indebidas de las instituciones autorizadas (véase la sección 5c
de la Ley de Bancos e Instituciones Financieras No. 2, de 2000). Sin embargo, esta
Ley no define lo que constituye una acción o práctica ilícita. Esta cuestión podrá
considerarse al examinar la legislación, para incorporar en el ámbito de ésta la fi-
nanciación del terrorismo que se incluirá entre las prácticas ilícitas.

La parte IV de la Ley de Bancos e Instituciones Financieras prevé lo relativo a
la información y las investigaciones. Pueden consultarse las secciones 28 a 35 de la
Ley, en las que se exige que las instituciones financieras y personas naturales autori-
zadas informen sobre determinados actos. Puede remitirse información sobre tran-
sacciones ordinarias o sospechosas al personal del Banco Central o de la Policía en-
cargado de detectar las transacciones fraudulentas.

Los funcionarios competentes cometerán delito según esta Ley si se niegan a
suministrar la información, omiten presentarla o la destruyen. Sin embargo (véanse
las secciones 29(11), 31(9) y 32(5)), la Ley al parecer no contiene disposición algu-
na sobre la obligatoriedad de la pena (véanse la sección 54 y la lista 5, en las que se
prevé el encarcelamiento o una multa por este delito).

En el proyecto de ley sobre el producto del delito se tipifica como delito el
blanqueo de dinero. Entre las obligaciones de las instituciones financieras figura la
de conservar por un período determinado los documentos financieros básicos pre-
sentados por los clientes, incluidos los relativos a las transferencias de fondos entre
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Papua Nueva Guinea y un país extranjero. También se establece que la institución
financiera está obligada a presentar información a la Policía, si ésta la solicita.

No puede establecerse por el momento si los fondos obtenidos para fines reli-
giosos, caritativos o culturales son desviados hacia otros propósitos, en particular la
financiación del terrorismo. Papua Nueva Guinea es un país cristiano y la mayoría
de las congregaciones no apoyan la violencia en forma alguna. En cuanto a los con-
troles o medidas que se aplican en la práctica, hay poca claridad sobre la materia y
este es tal vez un aspecto que el Gobierno deberá considerar en su examen.

La Ley sobre el Banco Central y la Ley de Bancos e Instituciones Financieras
dictan todos los reglamentos financieros que se aplican en el país. No puede estable-
cerse si Papua Nueva Guinea tiene un sistema alternativo de remesas o sistemas se-
mejantes al conocido como Hawala.

Subpárrafo 2 a)

No puede establecerse si en Papua Nueva Guinea los particulares o entidades
solicitan fondos del extranjero para la comisión de actividades terroristas; sin em-
bargo, en el país se han detectado algunas transacciones monetarias dudosas. El
Banco Central ha condenado públicamente esas operaciones, aduciendo que tales
transacciones contravienen la Ley de Bancos e Instituciones Financieras.

El Gobierno está adoptando algunas iniciativas, con asistencia bilateral de
Australia. Se ha asignado a la Fiscalía General un asesor técnico que trabajará en los
siguientes instrumentos:

• Un proyecto de ley sobre el producto del delito;

• Un acuerdo de asistencia mutua en materia penal;

• La enmienda de la Ley de Extradición.

El proyecto de ley sobre el producto del delito tipifica como delito el blanqueo
de dinero. Es obligación de las instituciones financieras, entre otras cosas, conservar
durante un período determinado los documentos financieros básicos presentados por
los clientes, incluso los referentes a la transferencia de fondos entre Papua Nueva
Guinea y países extranjeros. También se establece la obligación de las instituciones
financieras de transmitir información a la Policía, si ésta la solicita.

Según lo dispuesto en la Ley sobre el Banco Central, el Reglamento de Cam-
bios rige las transacciones de determinadas sumas de divisas extranjeras que ingre-
san a Papua Nueva Guinea o salen del país. Esto es de por sí una medida preventiva
ya que pueden surgir sospechas si las transacciones exceden las sumas previstas.
Puede ser necesario introducir enmiendas concretas en la Ley del Código Penal, que
tipifica los actos de terrorismo como delito penal. Así pues, la recaudación o movili-
zación de fondos de otros países pueden incorporarse también como delito en el Có-
digo Penal.

Subpárrafo 2 b)

El Organismo Nacional de Inteligencia está encargado de estas cuestiones con-
forme a lo previsto en la ley correspondiente. El Organismo está preparando un plan
de acción contra el terrorismo y otros delitos transnacionales.
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El plan de acción se centrará en la coordinación y el intercambio de inteligencia.

La estrategia a este respecto la establece el Comité Asesor de Seguridad Na-
cional, en el que participan todos los jefes de los departamentos y de los organismos
sectoriales que intervienen en la lucha contra el terrorismo.

La información proporcionada por el Organismo Nacional de Inteligencia o por
cualquier otro de los organismos sectoriales es remitida al secretario principal del
Gobierno, que preside el Comité Asesor de Seguridad Nacional, quien a su vez la
remite al Primer Ministro, que preside el Consejo Nacional de Seguridad y el Con-
sejo Ejecutivo Nacional. Éste pide luego que se convoque una reunión urgente del
Comité Asesor de Seguridad Nacional.

Subpárrafo 2 c)

El Organismo Nacional de Inteligencia ha propuesto que se adopte legislación
apropiada para hacer frente a las situaciones de emergencia y se ha mantenido en
contacto constante con las organizaciones de contraparte de la región para prestar
asistencia a este respecto.

Subpárrafo 2 d)

El proyecto de asistencia recíproca en materia penal permitirá solicitar esa
asistencia para impedir que se utilice el territorio de Papua Nueva Guinea para la
comisión de actos terroristas fuera del país. La lista 1 de la Ley de Extradición com-
prende los actos terroristas en general, como los asaltos a bordo de aeronaves o em-
barcaciones con intención de ocasionar la muerte o de infligir daños corporales gra-
ves; el secuestro ilícito de aeronaves mediante la fuerza, la amenaza de uso de la
fuerza o cualquier forma de intimidación constituye un delito que da lugar a la ex-
tradición. (Véase también la Ley sobre la responsabilidad de las empresas de trans-
porte aéreo.)

Los delitos de esta naturaleza pueden estar contemplados también en un acuer-
do internacional en que sean partes Papua Nueva Guinea y el Estado del Tratado y
en el que tal acción se designe como delito que puede dar lugar a la extradición.

En cualquier caso, de ser necesarias otras enmiendas, esta cuestión podrá exa-
minarse al revisar la Ley del Código Penal.

Subpárrafo 2 e)

En el caso de actividades criminales cometidas fuera de Papua Nueva Guinea,
los tribunales del país no pueden enjuiciar a los autores de esos actos por encontrar-
se éstos fuera de su ámbito de competencia. Asimismo, los extranjeros residentes en
Papua Nueva Guinea que cometen delitos penales fuera del país no podrán ser enjui-
ciados en Papua Nueva Guinea por no ser ello de competencia de los tribunales.

Las únicas excepciones serán aquellos casos en que se hayan solicitado órde-
nes de extradición o asistencia mutua en materia penal mediante acuerdos recípro-
cos. Esto podrá examinarse en las revisiones a que se hizo referencia anteriormente.
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Subpárrafo 2 f)

Papua Nueva Guinea no es actualmente parte en ningún tratado bilateral o
multilateral de asistencia mutua en materia penal. El asesor técnico preparará a su
debido tiempo proyectos de ley sobre la materia.

Papua Nueva Guinea tiene una Ley de Extradición, pero no es parte en el ac-
tual Convenio de las Naciones Unidas sobre la extradición. La revisión que se está
considerando comprenderá algunos cambios dirigidos a modernizar el proceso de
extradición, ajustándolo a las normas internacionales.

La Ley de Extradición prevé la extradición de fugitivos a los países del
Commonwealth y otros Estados, y desde ellos. El Commonwealth tiene una serie de
programas oficiosos relativos a la extradición y la asistencia mutua en materia penal
entre los Estados miembros, que actualmente se hacen efectivos mediante la Ley de
Extradición.

Sin embargo, algunos tratados de extradición bilaterales, fueron reconocidos
en el momento de la independencia. Éstos eran tratados suscritos por Australia
cuando Papua Nueva Guinea era colonia de ese país. Algunos de los tratados se re-
examinarán, dada la escasa posibilidad de que nacionales de Papua Nueva Guinea
viajen a esos países, y viceversa. Estos tratados podrán sustituirse por reglamentos
que suspendan la aplicación de la Ley de Extradición respecto de un determinado
Estado extranjero. A falta de esos reglamentos, los tratados reconocidos en el mo-
mento de la independencia siguen vigentes. A continuación se enumeran los Estados
que figuran en la lista 2 de la Ley de Extradición:

• Austria
• Bélgica
• Checoslovaquia
• Chile
• Ecuador
• Estados Unidos de América
• Grecia
• Guatemala
• Hungría
• Iraq
• Islandia
• Luxemburgo
• Mónaco
• Nicaragua
• Paraguay
• Polonia
• Portugal
• Suiza
• Uruguay
• Yugoslavia

La reglamentación designada (países del Commonwealth) especifica cuáles son
los países del Commonwealth para los fines de la Ley de Extradición. Éstos son:

• Australia
• Bahamas
• Bangladesh



0349204s.doc 7

S/2003/861

• Barbados
• Belice
• Botswana
• Canadá
• Chipre
• Dominica
• Fiji
• Gambia
• Ghana
• India
• Islas Salomón
• Jamaica
• Kenya
• Kiribati
• Lesotho
• Malasia
• Malawi
• Malta
• Mauricio
• Nauru
• Nigeria
• Nueva Zelandia
• Reino Unido
• Samoa occidental
• Seychelles
• Sierra Leona
• Singapur
• Sri Lanka
• Swazilandia
• Tanzanía
• Tonga
• Trinidad y Tabago
• Tuvalu
• Uganda
• Zambia
• Zimbabwe

No se establecen plazos para la solicitud de asistencia jurídica en investigacio-
nes o procedimientos penales. En Papua Nueva Guinea no hay limitaciones para los
casos penales, como sí las hay para los civiles.

En la práctica, el tiempo que tarda la preparación de la solicitud depende de las
características de cada caso y de cómo se lleve la investigación. Esto determina bá-
sicamente el calendario correspondiente. En promedio, el procedimiento puede tar-
dar hasta un máximo de seis meses.

Subpárrafo 2 g)

Sí existe, en cierta medida, una coordinación interinstitucional en lo que res-
pecta al tráfico de drogas. En Papua Nueva Guinea se ocupan de esta materia diver-
sos organismos: la Policía, la Dirección de Aduanas, el Departamento de Salud, la
Dirección de Inmigración y el Centro Nacional de Vigilancia. La Junta Nacional de
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Fiscalización de Drogas, integrada por diversas entidades, se encarga de la formula-
ción de políticas, la rehabilitación y la divulgación en este campo.

En dos de las provincias limítrofes, donde Papua Nueva Guinea tiene fronteras
internacionales marítimas y terrestres, se han establecido centros en que los repre-
sentantes de los diversos organismos sectoriales, bajo un mismo techo, reúnen y
comparten información e inteligencia sobre el desplazamiento de tropas, elementos
rebeldes, actividades ilícitas como el tráfico de drogas y el contrabando de armas y
de seres humanos, así como sobre los controles fronterizos.

El Organismo Nacional de Inteligencia también ha situado a “oficiales de inte-
ligencia sobre viajes” en los puntos de entrada internacionales más importantes, que
se mantienen en contacto o cooperan estrechamente con otras entidades, como las de
inmigración, aduanas, cuarentena y policía.

El rastreo de información financiera no está muy desarrollado en el país. Papua
Nueva Guinea necesita asistencia técnica y capacitación para los nacionales que tra-
bajan en las distintas entidades que se ocupan de estos asuntos. Por ejemplo, se ne-
cesita capacitación adicional para el personal de los bancos, las instituciones finan-
cieras, la bolsa de valores y las direcciones de impuestos y de aduanas.

En cuanto a la seguridad en relación con los desplazamientos de terroristas, el
Comité Asesor de Seguridad Nacional, un órgano integrado por diversas entidades,
reglamenta todas las medidas de seguridad en Papua Nueva Guinea. Este órgano tie-
ne acceso a información sobre los terroristas mediante sus propios contactos o a tra-
vés de las redes que existen en la región.

La falsificación o el uso fraudulento de documentos de identidad y de viaje son
delitos penales y quedan inscritos en el ámbito del Código Penal. La Ley de Pasa-
portes y la Ley de Inmigración también se refieren a algunos aspectos de la falsifi-
cación de documentos de identidad y de viaje. Estas disposiciones podrán fortalecer-
se como parte del examen de las leyes de inmigración que se está llevando a cabo
actualmente en Papua Nueva Guinea.

Subpárrafos 3 a), b) y c)

El Comité contra el Terrorismo de Papua Nueva Guinea, según la orientación
que le ha imprimido el Consejo Asesor de Seguridad Nacional, será el mecanismo
institucional encargado de todas las medidas de seguridad relacionadas con los actos
de terrorismo.

En la región existen ya algunas medidas relativas al cumplimiento de la ley,
adoptadas en el Foro del Pacífico Meridional. Papua Nueva Guinea es signatario de
la Declaración de Honiara sobre la Cooperación para la Aplicación de la Ley, que
tiene como objetivo primordial reprimir la actividad delictiva en la región del Pací-
fico sur. Los diversos Estados deben promulgar leyes o enmendar las ya vigentes pa-
ra aplicar la Declaración, como la Ley sobre el producto del delito, los acuerdos de
asistencia mutua en materia penal y la Ley de Extradición. Otros asuntos conexos se
examinarán a medida que evolucione la situación relativa al terrorismo.

Subpárrafo 3 c)

La aplicación de la Ley de Extradición se hace efectiva por la existencia de
tratados bilaterales. No se han suscrito nuevos tratados bilaterales, además de los
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concertados por Australia con algunos países, que siguieron vigentes para Papua
Nueva Guinea al alcanzar la independencia. En la lista 2 de la Ley de Extradición
figuran los nombres de dichos países. En la Ley se especifican también los países
designados del Commonwealth. Los programas del Commonwealth sobre informa-
ción, extradición y asistencia mutua en materia penal se ejecutan de conformidad
con la Ley de Extradición.

Papua Nueva Guinea e Indonesia han entablado negociaciones sobre un acuer-
do bilateral de extradición, de conformidad con la decisión adoptada por el Gobierno
hace dos años de iniciar conversaciones con los países vecinos de la región.

Subpárrafos 3 d) y e)

A la fecha de la preparación del presente informe se habían presentado al Con-
sejo Nacional Ejecutivo, para su examen y aprobación, los documentos de adhesión
a los siete convenios y convenciones internacionales y los dos protocolos relativos
al terrorismo. Éstos deberán remitirse luego al Parlamento para su aprobación ofi-
cial. La legislación necesaria para aplicar estos convenios internacionales y los dos
protocolos exigirá un esfuerzo concertado de todos los organismos interesados. Las
entidades encargadas de administrar las convenciones pertinentes serán responsables
de la aprobación o enmienda de las leyes.

Subpárrafo 3 e)

Esto no se ha logrado todavía. Cuando se examine la Ley de Extradición se
estudiará la posibilidad de incluir los delitos de que tratan las diversas convenciones
pertinentes como delitos que dan lugar a la extradición, incluidos los tratados bilate-
rales pertinentes de los que es parte Papua Nueva Guinea. Este asunto se planteó tal
vez en el marco del tratado bilateral de extradición que se suscribirá con Indonesia,
aunque puede tratarse de una cuestión sumamente delicada con ese país.

Subpárrafos 3 f)

Papua Nueva Guinea es parte en la Convención de las Naciones Unidas sobre
el Estatuto de los Refugiados, de 1951, y el Protocolo de 1967. Aunque no hay le-
gislación interna vigente sobre la materia, la Convención es de aplicación obligato-
ria para Papua Nueva Guinea. De conformidad con la Convención de Viena sobre el
Derecho de los Tratados, el hecho de que no se haya promulgado legislación interna
no puede aducirse como motivo para el incumplimiento de la Convención.

Según la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, no se concederá di-
cho estatuto al solicitante de asilo que tenga antecedentes penales o que haya estado
involucrado en actividades criminales o actos que constituyan una amenaza a la se-
guridad nacional.

Las actividades terroristas son criminales por naturaleza; así pues, Papua Nue-
va Guinea está obligada a denegar el estatuto de refugiado por motivos de seguridad
nacional.

Subpárrafo 3 g)

Según lo previsto en la Ley de Extradición, la solicitud de extradición se con-
cederá si el acto que da lugar a la extradición es delito en el Estado que envía,
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así como en el Estado solicitante, y es punible con un período de dos o más años de
encarcelamiento.

(Véase la sección 1 (4) de la Ley de Extradición.) Para los efectos de la Ley de
Extradición, todo delito contra las leyes de un Estado extranjero o de un país desig-
nado del Commonwealth podrá considerarse como delito de carácter político, aun-
que no haya enfrentamiento entre los partidos políticos de ese Estado o país.

Párrafo 4

La Junta de Fiscalización de Drogas se propone examinar la legislación sobre
las drogas ilícitas y el tráfico de estupefacientes. El proyecto de ley sobre el pro-
ducto del delito tipifica como delito el blanqueo de dinero. El tráfico ilícito de armas
hacia Papua Nueva Guinea ha sido siempre motivo de preocupación para el país. La
Ley sobre armas de fuego contiene disposiciones estrictas sobre la concesión de
permisos para el porte de armas.

La circulación ilícita de material nuclear, químico y biológico y otro material
potencialmente letal constituye también motivo de inquietud para Papua Nueva Gui-
nea. El transporte de esas sustancias nocivas a Papua Nueva Guinea no puede repri-
mirse a menos que se notifique de ello a las autoridades competentes.

Papua Nueva Guinea es parte en diversos convenios y convenciones interna-
cionales sobre el medio ambiente, como el Convenio de Basilea y la Convención de
Waigani sobre los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos, y el Conve-
nio sobe el procedimiento de consentimiento fundamentado previo aplicable a cier-
tos plaguicidas y productos químicos peligrosos objeto de comercio internacional.
Es pertinente considerar en este contexto la aplicación de la Ley sobre Contaminan-
tes Ambientales. Esta es una actividad que encierra posibles peligros para el medio
ambiente, así como para la seguridad nacional.

Este informe se presenta a su consideración con el fin de que se adopten las
medidas a que haya lugar.


